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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de septiembre de 2018. 

 El señor Juan Rijos López (señor Rijos) compareció ante este 

Tribunal de Apelaciones para que revisemos y revoquemos la orden 

que el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de Carolina, emitió 

el 29 de agosto de 2017.  Por virtud del dictamen impugnado, el foro 

a quo denegó la solicitud de relevo de sentencia que el aquí 

compareciente había sometido ante su consideración.  Midland 

Credit Management Puerto Rico LLC (Midland), por su parte, 

presentó ante nosotros su respectivo alegato y, en esencia, sostuvo 

la improcedencia de la solicitud de relevo del señor Rijos.   

 Con el beneficio de la postura de ambas partes de epígrafe, 

procedemos a disponer de la controversia en sus méritos. 

I 

 En el caso de epígrafe, el 28 de enero de 2013, el TPI celebró 

vista bajo el procedimiento de Regla 60 ante una reclamación en 

cobro de dinero que se había presentado en contra del señor Rijos.  

A ella compareció la parte demandante con su representación legal 

más no el demandado aquí peticionario.  Dada la incomparecencia 
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injustificada, ese mismo día el TPI le anotó la rebeldía al señor Rijos 

e hizo constar que dispondría de la controversia conforme a la 

prueba sometida.   

Una vez examinada la evidencia presentada, el TPI emitió 

Sentencia el 29 de enero de 2013.  Mediante el referido dictamen, 

declaró ha lugar la demanda instada y le ordenó, por tanto, al señor 

Rijos pagarle a Midland la cantidad adeudada de $5,534.11, más los 

intereses devengados para un total de $6,794.98, así como los 

intereses legales a razón de 4.25% a partir del momento en que se 

dictó sentencia y hasta su saldo total.   

 Así las cosas, el 14 de abril de 2016, Midland solicitó la 

ejecución de la sentencia ante la falta de pago del importe total por 

parte del señor Rijos.1  En vista de ello, el 20 de septiembre de 2016, 

el TPI ordenó la ejecución de la sentencia dictada.  

Consecuentemente, le requirió a la Secretaría del Tribunal expedir 

el Mandamiento de Embargo2 dirigido al Alguacil del Tribunal, 

para que por dicho funcionario se proceda al 
embargo de bienes del demandado hasta la suma total 
de $5,534.11, más la suma de $1,260.87 por concepto 
de intereses vencidos y no pagados al tipo pactado por 
las partes en el contrato de préstamo, acumulados hasta 
la fecha de la presente sentencia y en adición los 
intereses legales a computarse según dispuesto en la 
sentencia incluyendo costas por la cantidad de $0.00 y 
honorarios de abogado por $0.00, en ejecución de 
sentencia.  A esos efectos, se autoriza el embargo de los 
siguientes bienes: 

Una cuarta parte de cualquier ingreso que 
devenguen los demandados por concepto de salarios, 
sueldos, comisiones, bonificación, o cualquier 
compensación por trabajo realizado en su sitio de empleo 
y hasta el máximo permitido por el Art. 249 del Código 
de Enjuiciamiento Civil y las disposiciones de la ley 
federal conocida como “Restrictions on Garnishment”, 
bajo el Consumer Credit Protection Act, 15 U.S.C.A. Sec. 
1671.  Se ordena al patrono a realizar los embargos en 
cada nómina hasta el saldo total de la deuda.  […] 
           .           .           .           .           .           .           .  

                                                 
1 Cabe mencionar que, el 28 de julio de 2016, Midland presentó ante el TPI escrito 

intitulado Moción Asumiendo Representación Legal, Solicitando Sustitución de 
Partes y se nos Expida Orden y Mandamiento de Embargo con la Nueva Parte 
Demandante.   
2 Ante la orden del TPI, el 4 de enero de 2017, se expidió el correspondiente 

Mandamiento.   
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Así las cosas, el 7 de junio de 2017, el señor Rijos presentó 

ante el tribunal a quo escrito intitulado Urgente Solicitud de Relevo 

de Sentencia y para Paralización de Embargo de Sueldo.  En ella 

adujo haber sido notificado del embargo de su sueldo por medio de 

su patrono, el 25 de abril de 2017.  Conforme a la notificación, este 

adeudaba la cantidad de $7,764.13, por lo que mensualmente le 

retendría la suma de $235.40.  Sin embargo, sostuvo que solo 

adeudaba $3,078.99, pues este había realizado una serie de pagos 

ante un acuerdo alcanzado entre las partes.  Añadió que la falta de 

notificación por parte de Midland al TPI sobre el acuerdo y los pagos 

efectuados, ocasionó que la parte demandante obtuviese una 

sentencia a la que no tenía derecho.  Consecuentemente, entiende 

que el silencio de Midland constituyó un fraude extrínseco o un error 

que debía deshacer la decisión obtenida en esa forma.   

Midland, por su parte, replicó a la moción sometida por el 

señor Rijos.  Admitió que las partes habían alcanzado un acuerdo y 

que, en vista de ello, el señor Rijos había efectuado ciertos pagos 

que totalizaban $3,715.99.  Sin embargo, indicó que, al este dejar 

de efectuar los pagos correspondientes, Midland dejó sin efecto el 

referido acuerdo.  Además, sostuvo que, dado a la falta de pago, 

realizó varias gestiones de cobro sin éxito alguno.  Ante todo lo 

expuesto, informó que, descontadas las partidas satisfechas por el 

señor Rijos, al 13 de marzo de 2017 este le adeudaba la suma de 

$4,505.64.  Por consiguiente, solicitó se enmendara el requerimiento 

diligenciado al patrono para que el mismo dispusiera que los pagos 

se realizarían hasta el saldo total de la cantidad de $4,505.64. 

Luego de examinar la solicitud de relevo del señor Rijos, el TPI 

denegó la misma mediante orden del 29 de agosto de 2017.  

Insatisfecho con la decisión arribada, este solicitó infructuosamente 

la reconsideración.  En vista de que el TPI sostuvo su decisión 
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original, el señor Rijos recurrió oportunamente ante nosotros en 

recurso de certiorari y en él planteó la comisión del siguiente error: 

“Erró el Tribunal de Primera Instancia al declarar sin 
lugar la Urgente Solicitud de Relevo de Sentencia y 
Paralización de Embargo de Sueldo” a pesar de que la 
parte recurrida omitió informar al Tribunal el pago 
recibido con anterioridad a la vista en su fondo y 
posteriormente promovió el embargo de sueldo por la 
totalidad de la Sentencia obtenida omitiendo al Tribunal 
los posteriores pagos realizados por el recurrente y 
aplicando los intereses a dicha cuantía errónea.  
 
En síntesis, adujo que fue por medio de fraude que Midland 

obtuvo una sentencia a su favor, pues le ocultó al tribunal el 

acuerdo de pago al que habían llegado las partes, así como las 

aportaciones ascendentes a $3,455.99 que había realizado el señor 

Rijos a la deuda.  Expuso que los hechos omitidos, de haberlos 

tenido ante su consideración el TPI, hubiesen cambiado 

drásticamente la sentencia.    

Midland, por su parte, sostuvo que la solicitud de relevo 

presentada por el señor Rijos era improcedente en derecho, toda vez 

que fue instada pasado el término de 6 meses que dispone nuestro 

ordenamiento.   

II 

En nuestro derecho procesal civil existe el relevo de sentencia 

o el remedio de reapertura como mecanismo postsentencia que 

capacita al juzgador a eliminar o modificar su dictamen, en aras de 

hacer justicia3.  Como se sabe, la Regla 49.2 de las de Procedimiento 

Civil de Puerto Rico de 20094 es la que regula dicho remedio y la 

misma reza como sigue:  

Mediante una moción y bajo aquellas condiciones 
que sean justas, el tribunal podrá relevar a una parte o 
a su representante legal de una sentencia, orden o 
procedimiento por las razones siguientes: 
(a) Error, inadvertencia, sorpresa o negligencia 
excusable; 

                                                 
3 Piazza v. Isla del Río, Inc., 158 DPR 440 (2003); Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 

DPR 445, 449 (1977); Southern Construction Co. v. Tribunal Superior, 87 DPR 903, 

905-906 (1963). 
4 32 LPRA Ap. V, R. 49.2. 
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(b) descubrimiento de evidencia esencial que, a pesar de 
una debida diligencia, no pudo haber sido descubierta a 
tiempo para solicitar un nuevo juicio de acuerdo con la 
Regla 48 de este apéndice; 
(c) fraude (incluso el que hasta ahora se ha denominado 
‘intrínseco’ y el también llamado ‘extrínseco’), falsa 
representación u otra conducta impropia de una parte 
adversa; 
(d) nulidad de la sentencia; 
(e) la sentencia ha sido satisfecha, renunciada o se ha 
cumplido con ella, o la sentencia anterior en que se 
fundaba ha sido revocada o de otro modo dejada sin 
efecto, o no sería equitativo que la sentencia continúe en 
vigor, o 
(f) cualquier otra razón que justifique la concesión de un 

remedio contra los efectos de una sentencia. 
Las disposiciones de esta regla no serán 

aplicables a las sentencias dictadas en pleitos de 
divorcio, a menos que la moción se funde en los incisos 
(c) o (d) de esta regla. La moción se presentará dentro de 
un término razonable, pero en ningún caso después de 
transcurridos seis (6) meses de haberse registrado la 
sentencia u orden o haberse llevado a cabo el 
procedimiento. Una moción bajo esta regla no afectará la 
finalidad de una sentencia, ni suspenderá sus efectos. 
Esta regla no limita el poder del tribunal para: 
(1) Conocer de un pleito independiente con el propósito 
de relevar a una parte de una sentencia, una orden o un 
procedimiento; 
(2) conceder un remedio a una parte que en realidad no 
haya sido emplazada, y 
(3) dejar sin efecto una sentencia por motivo de fraude al 
tribunal. 

Mientras esté pendiente una apelación o un 
recurso de certiorari de una resolución final en 
procedimiento de jurisdicción voluntaria, el tribunal 
apelado no podrá conceder ningún remedio bajo esta 
regla, a menos que sea con el permiso del tribunal de 
apelación. Una vez que el tribunal de apelación dicte 
sentencia, no podrá concederse ningún remedio bajo esta 
regla que sea inconsistente con el mandato, a menos que 
se obtenga previamente permiso para ello del tribunal de 
apelación. En ambos casos, la moción de relevo deberá 
siempre presentarse ante el tribunal apelado dentro del 
término antes señalado y, si éste determina que estaría 
dispuesto a conceder el remedio, se acudirá entonces 
ante el tribunal de apelación en solicitud del referido 
permiso. 

 

Como vimos, mediante la precitada regla se les faculta a los 

tribunales a dejar sin efecto alguna sentencia u orden suya siempre 

y cuando exista causa justificada y la moción se haya presentado 

dentro de los 6 meses de haberse notificado la decisión en cuestión5.  

                                                 
5 Recordemos que, transcurrido el plazo de seis meses, el TPI estará impedido de 

adjudicar la solicitud de relevo.  García Colón et als vs. Sucn. González, 178 DPR 

527, 543 (2010). 
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Piazza v. Isla del Río, Inc., supra.  Ahora bien, reiteradamente se ha 

establecido que el remedio de reapertura no es una llave maestra 

para reabrir a capricho el pleito ya adjudicado.  Piazza v. Isla del Río, 

Inc., supra.  Por lo que, debemos enfatizar que, aunque la 

reapertura existe en bien de la justicia, esta no constituye una 

facultad judicial absoluta, toda vez que a este mecanismo procesal 

se le contrapone la finalidad fundamental de certeza y estabilidad 

en los procedimientos judiciales, así como la rápida adjudicación de 

las controversias.  Piazza v. Isla del Río, Inc., supra.  

Consecuentemente, les corresponde a los tribunales establecer un 

balance adecuado entre ambos intereses.  Id.; Fine Art Wallpaper v. 

Wolff, 102 DPR 451, 457-458 (1974).  En otras palabras, aunque la 

Regla 49.2 de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, supra, 

debe interpretarse de forma liberal, esto no significa que se le debe 

dar atención desmedida a uno de los dos intereses que hay que 

balancear.  Piazza v. Isla del Río, Inc., supra, Dávila v. Hosp. San 

Miguel, Inc., 117 DPR 807, 818 (1986).   

 Por otro lado, además del remedio de reapertura antes 

discutido, la Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil de Puerto Rico 

de 2009, supra, provee un segundo remedio procesal; a saber: la 

presentación de un pleito independiente, el cual está predicado en 

la justicia fundamental de la reclamación.  Dr. J. A. Cuevas Segarra, 

Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da ed., Publicaciones JTS, 2011, 

T. IV, pág. 1404.6  Claro está, este estaría disponible en las 

instancias en que hayan transcurrido los 6 meses fijados por la regla 

y la parte perjudicada cuenta con una de las siguientes defensas: 1) 

                                                 
6 Como bien expuso el Dr. Cuevas Segarra en su obra: [e]xisten dos mecanismos 
a través de los cuales una parte puede conseguir ser relevada de los efectos de una 
sentencia dictada sin jurisdicción sobre su persona.  La Regla 49.2 alude a ambos 
mecanismos.  El primero es la solicitud bajo la Regla 49.2 (4), la cual, por disposición 
de la propia Regla, debe ser presentada dentro de los seis meses siguientes de 

haberse registrado la sentencia u orden o haberse llevado a cabo el procedimiento.  
Transcurrido ese plazo, la parte que desee plantear la nulidad debe recurrir a una 
moción independiente de nulidad de sentencia.  Dr. J. A. Cuevas Segarra, op. cit., 

pág. 1415.  (Véase también Bco. Santander P.R. v. Fajardo Farms Corp., 141 DPR 

237, 246-247 (1996)). 
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nulidad de sentencia, 2) que el dictamen fue obtenido mediante 

fraude, error o accidente, o 3) que esta se ha visto impedida de 

presentar sus defensas por maquinaciones y falsedades de otra 

parte, siempre y cuando esta haya tramitado su caso 

diligentemente.  Figueroa v. Banco de San Juan, 108 DPR 680, 689 

(1979).   

 En suma, esta capacidad que tienen los tribunales para 

relevar a una parte de una sentencia mediante un pleito 

independiente no es patente de corso para dejar sin efecto decisiones 

finales válidamente dictadas.  Dr. J. A. Cuevas Segarra, op. cit., pág. 

1416.  Además, este procedimiento no tiene el propósito de sustituir 

los mecanismos de revisión que fija nuestro derecho procesal civil, 

como tampoco proveer un remedio adicional contra una sentencia 

errónea, ello debido a que esta regla no dota a las partes de 

autoridad para descuidar y abandonar sus derechos y deberes.  Íd., 

a la pág. 1415 y 1417.   

III 

Como bien indicamos, en el caso de marras, el tribunal 

recurrido dictó sentencia final el 29 de enero de 2013 y la misma fue 

debidamente notificada el 5 de febrero de 2013.  Sin embargo, fue 

pasado más de 4 años del dictamen final que el señor Rijos solicitó 

el relevo de sentencia al amparo de la Regla 49.2 de las de 

Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, supra, por alegado 

fraude.  No cabe duda que, conforme a la norma antes bosquejada, 

el proceder del señor Rijos resultó inoportuno.  La regla aquí en 

discusión claramente establece que la parte afectada cuenta con un 

término máximo de 6 meses de haberse registrado la sentencia para 

presentar una moción de esta naturaleza.  Al haber transcurrido en 

exceso del plazo concedido por nuestro ordenamiento procesal civil, 

el foro a quo estaba impedido de considerarla.  Por lo tanto, actuó 

correctamente el TPI al denegarla.   
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IV 

 Por las consideraciones que anteceden, expedimos el auto de 

certiorari y confirmamos la orden que emitió el TPI el 29 de agosto 

de 2017. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 


